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Aprobado por Acta No. 
        
                                                       
Hora: 
Se ocupa la Sala de desatar el recurso de apelación interpuesto por el  interno JULIO CÉSAR ROZO GUTIÉRREZ, contra el auto interlocutorio proferido por la señora Juez Segunda de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (e) por medio del cual le negó el descuento de la décima (1/10) parte de la pena impuesta, contemplado en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005.

1.- PROVIDENCIA 

Consideró la señora Juez de instancia que no era posible conceder el descuento punitivo solicitado por el sentenciado, dado que la Ley 975 de 2005 estaba destinada a ser aplicada a aquellas personas que hacían parte de grupos delincuenciales al margen de la ley, para facilitar su reincorporación a la vida civil. Se fundamentó para ello en decisión de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia del veintiocho (28) de octubre de dos mil cinco (2005). Con esa premisa en mente, conceptuó que el señor ROZO GUTIÉRREZ no pertenecía a ninguna agrupación ilegal, ni su delito se había cometido por razón de hacer parte de alguno de ellos. 
2.- RECURSO 

Afirma el recluso que la norma contenida en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005, contrario a lo plasmado en la decisión, beneficia a todas las personas condenadas mediante sentencia que hubiera quedado debidamente ejecutoriada. Acude al contenido de la sentencia proferida por la Corte Suprema de Justicia dentro del proceso radicado con el número 24196 donde se concluye que tal descuento opera para todos los condenados con las excepciones contempladas en la Ley. Considera que en su caso, puede ser sujeto de la rebaja establecida. Solicita la revocatoria de la decisión
3.- Para resolver, SE CONSIDERA 

Por tener competencia para decidir, por los factores territorial y  funcional, procede la Sala a encarar el estudio del expediente y del auto interlocutorio impugnado, para lo cual abordará el análisis desde los siguientes aspectos: 

4.1.- Sobre la aplicación del descuento de pena contemplado en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005.

Debe decirse que este tema ha sido complejo, de difícil manejo, que incluso ha suscitado diferentes posiciones al seno de esta corporación, dado que por una parte, al entrar en vigencia la mencionada Ley, el criterio adoptado fue el de estimar que en virtud del principio de especialidad de la ley, su ámbito de aplicación y la filosofía misma que la originó –facilitar la reinserción a la vida ciudadana de personas puestas al margen de la ley por su vinculación a grupos armados- no era procedente conceder tal disminución a quienes no pertenecieran a una de tales organizaciones.
Posteriormente, la Sala se adentró en el estudio del proceso legislativo que permitió la expedición de la mencionada ley y concluyó que la voluntad del legislador se había orientado desde el principio –aunque con notable oposición- a otorgar una rebaja punitiva para todos los reclusos que al momento de entrar en vigencia, tuvieran sentencias ejecutoriadas, siempre y cuando no se tratara de delitos de lesa humanidad, narcotráfico o de índole sexual. Por tanto, era necesario estarse a lo decidido por el órgano de configuración legislativa y en consecuencia, se hacía procedente otorgar la rebaja de la décima parte de la pena impuesta, aún cuando se tratare de delitos no relacionados con el proceso de reinserción social de los alzados en armas (argumentación que palabras más palabras menos, contiene la sustentación del recurso). En aquella ocasión, se decía para reafirmar dicha tesis:

Tal conclusión tiene fundamento, además, en una razón lógica y en un argumento a favor del principio de igualdad, a saber:

1.-  Razón lógica: No tiene sentido, que si en verdad la filosofía del estatuto es amparar única y exclusivamente las conductas afines a los grupos al margen de la ley, se exceptúe en forma expresa el delito sexual, el narcotráfico y los de lesa humanidad, pues por definición, esos comportamientos ya se entienden excluidos de aquellos ilícitos propios de los grupos alzados en armas. En otras palabras, es ilógica la exclusión que se hace y da pie a pensar, contrario sensu, que si se hizo esa excepción, es porque en realidad la intención del legislador no era tener en consideración sólo las conductas atinentes a los grupos sediciosos, sino toda la gama de ilícitos en los cuales existiera sentencia de condena. 

2.- Principio de igualdad: Si extraemos mentalmente lo atinente a los delitos afines a los grupos violentos, al igual que los punibles exceptuados, tendríamos todo el resto de comportamientos tipificados como delitos, acerca de los cuales no tendría sentido la discriminación en cuanto al descuento de pena; dígase v.gr. un hurto cometido en el interior del grupo guerrillero, que por supuesto no tendría razón para diferenciarse de un hurto cometido por fuera de esa organización, en consecuencia, uno y otro deben tener igual tratamiento punitivo (por supuesto, con el descuento al que aquí se hace referencia)
.

De manera similar a lo aquí acontecido, por parte de la Sala de Casación Penal de la honorable Corte Suprema de Justicia, se profirieron decisiones que solucionaron el problema de la aplicación de la rebaja estatuida, en diferentes formas. Estamos hablando de los autos de segunda instancia del 18-10-2005 Rad. 24.196 –citado por el recurrente-  M. P. Dra. Marina Pulido de Barón – donde se concluyó que la voluntad del legislador fue otorgar una disminución punitiva de carácter general-, y de aquel fechado el 28-10-2005 Rad. 17089 con ponencia del Dr. Jorge Luís Quintero Milanés -en el que se decidió inaplicar la norma contenida en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005 por considerar que no guardaba unidad de materia con el cuerpo de tal codificación, haciendo uso del control difuso constitucional entregado por la Carta a todos los Jueces de la República-. Hacemos énfasis en que este último pronunciamiento, que además sirvió de sustento a la señora Juez de instancia para arribar a la conclusión anotada, fue aprobado por un número estrecho de Magistrados (cuatro) -con conjueces incluidos-, dadas las ausencias (3 en permiso), los salvamentos (tres) y las aclaraciones de voto (1) allí existentes.

Como vemos, el tema no ha sido pacífico y por el contrario, hoy por hoy, aparece confuso y contradictorio; sin embargo, esta Sala, es del criterio que la línea de pensamiento favorable debe mantenerse hasta tanto se produzca una decisión definitiva por parte de la Corte Constitucional que avale su conformidad con la Carta Política o la excluya por incompatible; o, en subsidio, una posición abiertamente mayoritaria de la Sala de Casación Penal, que obligue como precedente en consideración a la existencia de dos posiciones antagónicas sobre este mismo punto de Derecho.
De contera, a fines del año inmediatamente anterior, el Gobierno Nacional en ejercicio de las facultades conferidas en el artículo 189.11
 de la Constitución y la propia Ley 975 de 2005, expidió el decreto 4760 (Diciembre 30 de 2005), por medio del cual se reglamentó parcialmente la susodicha ley. Tal normativa, en su artículo 27, hace referencia concreta a la rebaja de penas contemplada en el artículo 70 de la ley reglamentada y ofrece claridad en que los destinatarios de tal descuento serán aquellos cuya condena… 

…se haya proferido por conductas punibles diferentes a las de lesa humanidad, narcotráfico o por los delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales: acceso carnal y/o acto sexual violento, acceso carnal y/o actos sexuales en persona puesta en incapacidad de resistir, acceso carnal abusivo y actos sexuales con menor de catorce años, acceso carnal o acto sexual abusivos con incapaz de resistir, inducción y/o constreñimiento a la prostitución, trata de personas, estimulo a la prostitución de menores, pornografía infantil y turismo sexual.
Como se ve, ha surgido en nuestro panorama jurídico otra norma que refuerza la vocación de generalidad impartida a la rebaja punitiva a la que estamos haciendo referencia, la cual además, introdujo mayor precisión en cuanto a los requisitos para su otorgamiento, tal como aparece en el resto del extenso artículo 27 arriba mencionado.
Así las cosas, con mayor razón la Sala seguirá atendiendo la posición según la cual: es procedente el descuento del diez por ciento (10%) para todos los sentenciados
, porque como ya se analizara en pretéritas oportunidades, así se entendió del análisis de las actas de discusión del proyecto en el Congreso.

Precisado lo anterior, nos ocuparemos de determinar si la situación del señor JULIO CÉSAR ROZO GUTIÉRREZ es una de aquellas en las cuales se puede conceder la rebaja a la que se ha hecho referencia, es decir, se verificará el cumplimiento de los requisitos exigidos mancomunadamente por la Ley 975 de 2006 y el Decreto 4760 del 30 de diciembre de 2005.

4.2.- El caso concreto

Se tiene que en cuanto al ámbito temporal, la sentencia quedó ejecutoriada con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 975 de 2005. Empero, es evidente que las exigencias para el otorgamiento de la rebaja de una décima parte de la pena impuesta, no son satisfechas por el sentenciado. Veamos:
No existe constancia procesal en el sentido que el señor ROZO GUTIÉRREZ hubiera cancelado la suma a la cual fuera condenado a pagar por medio de la sentencia proferida el veintisiete (27) de octubre de dos mil cuatro (2004), por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad, es decir, los $3.000.0000 por concepto de los perjuicios materiales irrogados al propietario de la Finca La Rosalba, ni los cinco (5) salarios mínimos legales mensuales vigentes por los perjuicios morales ocasionados a cada uno de los moradores que se encontraban presentes en el momento del asalto a tal finca, no ha manifestado su situación económica ni ha informado los mecanismos a través de los cuales piensa realizar el resarcimiento de las víctimas. Por demás, no se encuentra dentro de la actuación, un despliegue por parte del sentenciado que pueda ser considerado como colaboración eficaz con la justicia, en los términos contemplados en las normas pertinentes.

Considera la Sala que solamente se puede tener en cuenta, como requisitos cumplidos, que hay un buen comportamiento en el penal (no existen constancias en sentido contrario en el expediente), y su manifestación de compromiso a seguir una vida ejemplar –según sus propias palabras-.

En ese orden de ideas, dado que los requisitos deben quedar todos debidamente satisfechos, se colige que el señor JULIO CÉSAR ROZO GUTIÉRREZ no es acreedor al descuento punitivo que ha pedido. Corolario, se impone la confirmación del auto interlocutorio apelado, pero por las razones aquí esbozadas y no por la fundamentación que allí se tuvo.
4.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, Sala de Decisión Penal, , CONFIRMA por las razones aquí planteadas, el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, que fue objeto de impugnación.

COMUNÍQUESE  Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                     
         VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
Secretaria de la Sala
� Cfr por ejemplo Auto de 2ª Instancia del 03-11-2005 Rad. 660013187001-2004-00727-01 M. P. Jorge Arturo Castaño Duque. 


� ARTICULO 189. Corresponde al Presidente de la República como Jefe de Estado, Jefe del Gobierno y Suprema Autoridad Administrativa:. 11. Ejercer la potestad reglamentaria, mediante la expedición de los decretos, resoluciones y órdenes necesarios para la cumplida ejecución de las leyes. 


� Excepto los condenados por los delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales, lesa humanidad y narcotráfico.
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